
VINCULACION DEL GERENTE

Concepto No. 0084 del 25 de marzo de 2006

Síntesis: Análisis jurídico del contrato de vinculación del gerente
Con toda atención nos referimos a su solicitud contenida en memorando citado en el asunto, en la cual solicita realizar un análisis jurídico al contrato de prestación de servicios del señor NELSON RAMIREZ OSPINA como gerente de la cooperativa COFINCAFE, con el fin de atender la queja elevada por los miembros del  consejo de administración.

Previo a cualquier pronunciamiento por parte de esta Oficina, conviene precisar que son facultades de la Superintendencia de la Economía Solidaria, según lo previsto en el numeral 15 del artículo 36 de la Ley 454 de 1998:
 “(...)

“15. Absolver las consultas que se formulen en asuntos de su competencia.

A su vez, el numeral 6, artículo 6º del Decreto 186 de 2004 señala:

“La Oficina Asesora Jurídica tendrá las siguientes funciones:  

“(...)

“6. Absolver las consultas que se formulen relativas a las instituciones vigiladas y decidir las solicitudes que presenten los particulares en ejercicio del derecho de petición.”

Lo anterior, fue recogido en el inciso primero, numeral 1º, Capítulo Tercero, Título Cuarto de la Circular Básica Jurídica, que dispone:

“Consultas.

“1. Procedencia. La Superintendencia de la Economía Solidaria resolverá las consultas, escritas o verbales, relacionadas con las funciones a su cargo, sin perjuicio de lo que dispongan normas especiales.”

El anterior desarrollo normativo, para precisar el ámbito de competencia de esta Superintendencia en relación con la atención de consultas, como quiera que no le es viable pronunciarse sobre asuntos que el legislador no le ha encomendado. En el caso que nos ocupa, el concepto solicitado desborda nuestro ámbito de la competencia toda vez que las mismas deben relacionarse exclusivamente con las funciones de supervisión, tal como lo establece la normatividad citada.

Con el propósito de que se tenga mayor claridad sobre el alcance de nuestra competencia, consideramos preciso poner de presente que dentro de nuestras facultades legales no es viable conceptuar o analizar jurídicamente un contrato de prestación de servicios para determinar si está acorde con la ley o no, en virtud a que dicha situación está involucrada en el escenario de las relaciones eminentemente contractuales surgidas entre la cooperativa y su representante legal, las cuales se determinan con base en el principio de la autonomía de la voluntad de quienes intervienen en su celebración.

Cabe recordar, que según las voces del artículo 1602 del Código Civil, todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales, en consecuencia, las partes intervinientes pueden válida y libremente acordar los términos y condiciones del mismo, por cuanto es un asunto reservado a las mismas, de ahí que el contrato sólo tiene efectos para éstos. 

La jurisprudencia ha sostenido que las partes contratantes son soberanas para dictar las reglas que los regirán, de ahí, que es natural que esa “ley” “acuerdo” “convención” o “pacto” no pueda ponerse en hombros de personas que no han manifestado su consentimiento en dicho contrato, pues éstos no pueden ensanchar sus lindes para ir más allá de sus propios contornos y postulados universalmente reconocidos. El contrato celebrado legalmente pone de manifiesto esa vigorosa expresión del consentimiento de quienes lo celebran y por exclusión, no lo puede ser para los demás. El contrato, pues, es asunto de contratantes y no podrá alcanzar intereses ajenos. Grave ofensa para la libertad contractual y la autonomía de la voluntad si fuese de otro modo. 
Así las cosas, en el evento en que un miembro del consejo de administración no esté de acuerdo con dicho contrato, le asiste el derecho a impugnar la decisión adoptada por el consejo de administración, conforme a lo previsto en el artículo 45 de la Ley 79 de 1988, para que sean los jueces civiles municipales quienes determinan su legalidad o no. En ningún caso podría esta Superintendencia entrar a conceptuar sobre el mismo, por las razones expuestas en precedencia.




